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Victoria, Tam., a 8 de diciembre de 2014
Oficio No. 0287

Dip. Eduardo Hernández Chavarria
Presidente de la Mesa Directiva,
H. Congreso del Estado,
P r e s e n te.

Por este conducto, me permito remitir a esa H. Legislatura, la Iniciativa de Decreto mediante

el cual se deroga la fracción XXXI'! del artículo 91 de la Constitución Política del Estado de

Tamaulipas.

Reconoceré a Usted que en términos de las disposiciones constitucionales y legales

aplicables, se otorgue el trámite parlamentario correspondiente.

Sin otro particular, reitero a los integrantes de esa H. LXII Legislatura del Estado, la

seguridad de mi consideración distinguida.

ATENTAMENTE
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓ "
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIER

Gc~¡itrn~J:dq;¡ f:ztado (!r.9T2-r.-~~Z~~gD~~~
Püdti5-r Ej~ti,.~-tbu)~

::~r:CF;r2T/\~~f.l.GEN~~\.t~.L

C.c.p. Ing. Egidio. Torre Cantú, Gobernador Constitucional del Estado.- Para su superior conocimiento.
C.c.p. Acuse.



Cd. Victoria, Tamaulipas, 8 de diciembre de 2014.
GOIlI[RNO DE TAMAUUPAS

PODEILEJECUJI'lO

H. CONGRESO DEL ESTADO:

EGIDIO TORRE CANTÚ, Gobernador Constitucional del Estado de Tamaulipas, en

ejercicio de las facultades que al Ejecutivo a mi cargo confieren los artículos 64 fracción

11,77, 91 fracciones 1, XII Y XV, 93 Y 95 de la Constitución Política del Estado; en

relación con lo previsto por el artículo 165 de dicho ordenamiento para introducir

reformas o adiciones a su texto; 89 párrafo 1 de la Ley sobre la Organización y

Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas; 2 párrafo 1, 10, 15 Y

24 fracciones XXIV y XXV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; y

11 de la Ley Estatal de Planeación; me permito presentar a esa H. Representación

Popular, en funciones de órgano revisor de la Ley Fundamental del Estado, la presente

Iniciativa de Decreto mediante el cual se deroga la fracción XXXII del artículo 91 de la

Constitución Política del Estado de Tamaulipas, al tenor de la siguiente:

EXPOSICiÓN DE MOTIVOS

El artículo 17 párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, dispone que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las

leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio

será gratuito, quedando en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. Asimismo,

en su párrafo sexto señala que las leyes federales y locales establecerán los medios

necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena

ejecución de sus resoluciones.

En ese sentido, el artículo 116 párrafo primero de la Constitución Federal, menciona

que el poder público de los' Estados se dividirá para su ejercicio, en Ejecutivo,
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Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola

persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.

Por su parte, el párrafo 1 del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos (Pacto de San José), menciona lo siguiente:

"Artículo 8. Garantías Judiciales.
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro
carácter ... ,,1

De igual manera, en Tamaulipas, la Constitución Política Local dispone en su artículo

22, que el poder público se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y

que no podrán reunirse dos o más poderes en una corporación o persona, ni

depositarse el Legislativo en un sólo individuo. En este orden de ideas, el artículo 100

de la propia Constitución Política del Estado, menciona que el ejercicio del Poder

Judicial se deposita en el Supremo Tribunal de Justicia, en el Tribunal Electoral del

Poder Judicial del Estado, en los Juzgados de Primera Instancia, en los Juzgados

Menores, en los Juzgados de Paz y en el Jurado Popular.

Ahora bien, el artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

prescribe implícitamente tres mandatos prohibitivos dirigidos a los poderes públicos de

las Entidades Federativas, para que respeten el principio de división de poderes, a

saber: a) a la no intromisión, b) a la no dependencia y c) a la no subordinación de

cualquiera de los poderes con respecto a los otros. La intromisión es el grado más leve

1 Suscrita el 22 de noviembre de 1969 en la ciudad de San José en Costa Rica y entró en vigencia el 18
de julio de 1978, y ratificada por México el 25 de Marzo de 1981.
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de violación al principio de división de poderes, pues se actualiza cuando uno de los

poderes se inmiscuye o interfiere en una cuestión propia de otro, sin que de ello resulte

una afectación determinante en la toma de decisiones o que genere sumisión. La

Dependencia conforma el siguiente nivel de violación al citado principio, y representa un

grado mayor de vulneración, puesto que implica que un poder impida a otro, de forma

antijurídica, que tome decisiones o actúe de manera autónoma. La subordinación se

traduce en el más grave nivel de violación al principio de división de poderes, ya que no

sólo implica que un poder no pueda tomar autónomamente sus decisiones, sino que

además debe someterse a la voluntad del poder subordinante; la diferencia con la

dependencia es que mientras en ésta el poder dependiente puede optar por evitar la

imposición por parte de otro poder, en la subordinación el poder subordinante no

permite al subordinado un curso de acción distinto al que le prescribe. En ese sentido,

estos conceptos son grados de la misma violación, por lo que la más grave lleva

implícita la anterior.

En ese orden de ideas, en un Estado constitucional y democrático de Derecho y en el

ejercicio de la función jurisdiccional, los juzgadores tienen el deber de impartir justicia

de manera independiente, pronta, completa, imparcial, gratuita, y con respeto a la

dignidad de las personas que requieran acceder a la misma, respetando en todo

momento el seguimiento del debido proceso.

Bajo esa premisa, en el Ejecutivo a mi cargo asumimos el compromiso del

fortalecimiento de las instituciones de justicia, a fin de hacerlas más independientes,

autónomas, sólidas y confiables con el propósito de afianzar la seguridad de las

personas y su patrimonio, tal y como ha quedado establecido en el Plan Estatal de

Desarrollo 2011-2016.
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Como se puede apreciar de lo antes expuesto, parte fundamental del acceso a la

justicia lo comprende el hecho de que la actuación de los órganos jurisdiccionales se

encuentra regida por los principios de imparcialidad, autonomía e independencia

jurisdiccional, cuya característica en el ejercicio de la función judicial presupone la

inexistencia de relaciones de subordinación o superioridad jerárquica, fundada de modo

relevante en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

por lo que si se reconociera la existencia de relaciones de jerarquía o mando capaces

de someter a los tribunales, aunque sea en cualquier grado, entonces la jurisdicción

sería funcionalmente desnaturalizada.

En ese orden de ideas, el artículo 101 de la Constitución Política Local, recoge tales

principios al establecer que la potestad de impartir justicia mediante el control

constitucional estatal, y la aplicación de las leyes en los asuntos de carácter familiar,

civil, penal, electoral y de justicia para adolescentes, así como de aquellas otras que

pudieran corresponderle, pertenece al Poder Judicial, el cual actuará de manera

independiente, imparcial, responsable y sometida únicamente al imperio de la ley.

Ningún otro poder, salvo cuando el Congreso actúe como jurado, podrá ejercer

funciones judiciales.

No obstante lo anterior, en el artículo 91 fracción XXXII de la Constitución del Estado,

se menciona como atribución del Ejecutivo a mi cargo, la de hacer cumplir los fallos y

sentencias de los Tribunales y prestar a éstos el auxilio que necesiten para el ejercicio

expedito de sus funciones; atribución que se considera extralimita las funciones propias

del Poder Ejecutivo, toda vez que, los diferentes Códigos y Leyes Procesales,

establecen procedimientos para hacer valer las resoluciones de los Tribunales,

mecanismos que recaen en su propio ámbito de competencias.
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En ese sentido, cabe resaltar la importancia que tiene la colaboración y coordinación

entre los Poderes del Estado, que en el caso que nos ocupa resulta prioritario para que

una resolución emitida por un Tribunal sea cumplida, pero solo en los casos en los que

expresamente el juez o tribunal así lo soliciten o se encuentre establecido el supuesto,

previamente en las Leyes Procesales; por lo que se considera más acertada la

redacción de la fracción XV del citado artículo 91, la cual dispone como facultad del

Ejecutivo Estatal la de auxiliar a los Tribunales y Juzgados del Estado para que la

justicia se administre pronta y cumplidamente, y que se ejecuten las sentencias,

prestando a aquéllos el apoyo que requieran para el mejor ejercicio de sus funciones.

Esta atribución no lo autoriza para intervenir directa o indirectamente en el examen y

decisión de los juicios en trámite, ni para disponer en forma alguna de los procesados.

Sirve de sustento, a la conclusión anterior, la siguiente jurisprudencia emitida por el

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 1540, cuyo

rubro y texto disponen:

DIVISIÓN DE PODERES. EL QUE ESTE PRINCIPIO SEA FLEXIBLE SÓLO
SIGNIFICA QUE ENTRE ELLOS EXISTE UNA COLABORACIÓN Y
COORDINACIÓN EN LOS TÉRMINOS ESTABLECIDOS, PERO NO LOS FACULTA
PARA ARROGARSE FACULTADES QUE CORRESPONDEN A OTRO PODER,
SINO SOLAMENTE AQUELLOS QUE LA PROPIA CONSTITUCIÓN LES ASIGNA.

El artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que el Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo,
Ejecutivo y Judicial y que no podrán reunirse dos o más de estos poderes en un solo
individuo o corporación. Sin embargo, ha sido criterio reiterado de esta Suprema
Corte que la división funcional de atribuciones que establece dicho numeral no opera
de manera rígida, sino flexible, ya que el reparto de funciones encomendadas a cada
uno de los poderes no constituye una separación absoluta y determinante, sino por
el contrario, entre ellos se debe presentar una coordinación o colaboración para
lograr un equilibrio de fuerzas y un control recíproco que garantice la unidad política
del Estado. Como se advierte, en nuestro país la división funcional de atribuciones
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no opera de manera tajante y rígida identificada con los órganos que las ejercen,
sino que se estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio de
fuerzas, mediante un régimen de cooperación y coordinación que funcionan como
medios de control recíproco, limitando y evitando el abuso en el ejercicio del poder
público, garantizando así la unidad del Estado y asegurando el establecimiento y la
preservación del estado de derecho. Por su parte, el artículo 133 de la Constitución
Federal consagra el principio de supremacía, que impone su jerarquía normativa a la
que deben sujetarse todos los órganos del Estado y todas las autoridades y
funcionarios en el ejercicio de sus atribuciones, por lo que, el hecho de que la
división de poderes opere de manera flexible sólo significa que entre ellos existe una
colaboración y coordinación en los términos establecidos, pero no los faculta para
arrogarse facultades que corresponden a otro poder, sino solamente aquellos que la
propia Constitución les asigna. De este modo, para que un órgano ejerza ciertas
funciones es necesario que expresamente así lo disponga la Constitución Federal o
que la función respectiva resulte estrictamente necesaria para hacer efectivas las
facultades que le son exclusivas por efectos de la propia Constitución, así como que

. la función se ejerza en los casos expresamente autorizados o indispensables para
hacer efectiva la facultad propia.

Controversia constitucional 41/2006. Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión. 3 de marzo de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz
Mayagoitia. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía
Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio.

El Tribunal Pleno, el primero de julio en curso, aprobó, con el número 78/2009, la
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a primero de julio de dos
mil nueve.

A su vez, la mencionada fracción XXXII del artículo 91, puede resultar en una

contradicción con lo establecido en el artículo 92 fracción V de la Constitución del

Estado, la cual establece como prohibición al Gobernador del Estado para mezclarse en

los asuntos judiciales, ni disponer durante el juicio de las cosas que en él se versan o

de las personas que están bajo la acción de la justicia.
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En razón de lo anterior, para evitar confusiones y contradicciones, se considera

pertinente mediante la presente acción legislativa, derogar la fracción XXXII del artículo

91 de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas, con lo cual se estima se

estaría garantizando la autonomía e independencia de los Tribunales y la división de

Poderes.

En virtud de lo expuesto y fundado, me permito someter a la consideración de esa

Honorable Legislatura, en funciones de órgano de revisión de la Constitución Política

del Estado, para su estudio, dictamen y votación, en su caso, la siguiente iniciativa de:

DECRETO MEDIANTE El CUAL SE DEROGA lA FRACCiÓN XXXII DEL ARTíCULO
91, DE lA CONSTITUCiÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE TAMAULlPAS.

ARTíCULO ÚNICO. Se deroga la fracción XXXII del artículo 91 de la Constitución

Política del Estado de Tamaulipas, para quedar como sigue:

ARTíCULO 91.- Las...

I a la XXXI.- ...

XXXII.- Derogada.

XXXIII a la XLVII 1.- ...

TRANSITORIOS

ARTíCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su

publicación en el Periódico Oficial del Estado.
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ARTíCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al

presente Decreto.

ATENTAMENTE
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCiÓN"

El GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

,
•

EL SECRETARIO GENERAL DE GO ERNO

TORRE CA TÚ

HOJA DE FIRMAS DE LA INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE DEROGA El ARTíCULO 91 FRACCiÓN XXXII DE
LA CONSTITUCiÓN POlÍTICA DEL ESTADO DE TAMAULlPAS.
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